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2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, anular el 
Auto dictado por el Juzgado de Instrucción núm. 3 de 
Puerto del Rosario de 22 de agosto de 2003, recaído en 
procedimiento de hábeas corpus núm. 9-2003.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de diciembre de dos mil 
seis.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado.

Voto particular que formula el Magistrado don Pascual 
Sala Sánchez, al que se adhiere el Magistrado don Ramón 
Rodríguez Arribas, respecto de la Sentencia resolutoria 

del recurso de amparo 5711-2003

Con todo respeto hacia la posición mayoritaria y a los 
compañeros de Sala que la sustentan entiendo que la 
Sentencia que decidió el recurso de amparo núm. 5693-
2003 debió inadmitirlo o, en su defecto, desestimarlo.

1. En efecto, la ratio decidendi de la Sentencia esti-
matoria del recurso de amparo de la que se disiente des-
cansa sustancialmente en la consideración de que no 
puede razonablemente deducirse que en el momento en 
que se dictó el Auto impugnado –22 de agosto de 2003-, 
por el que «se inadmitió de plano y por razones de fondo 
el hábeas corpus solicitado por el recurrente, éste estu-
viera ya a disposición judicial»(FJ.2), y todo ello en aplica-
ción de la doctrina sentada en la STC, Sala Primera, 169/
2006, de 5 de junio.

Pues bien, la circunstancia de no constar indubita-
damente que, al tiempo en que se dictó el Auto de 
inadmisión, quien aquí figura como recurrente por 
mera manifestación del Letrado que asumió su repre-
sentación y defensa no estuviera puesto a disposición 
judicial, no puede conducir necesariamente a la admi-
sión de un procedimiento de hábeas corpus cuando, 
por el contrario, consta que el Juez de Instrucción 
núm. 3 de Puerto del Rosario resolvió específicamente 
acerca de la legalidad de su detención en aplicación de 
la legislación de extranjería y de la legalidad, también, 
de la actuación de la Subdelegación del Gobierno y de 
la comisaría de policía como autoridades competentes 
—la segunda por delegación de la primera— para 
acordarla.

En consecuencia, lo procedente hubiera sido la 
inadmisión del recurso de amparo.

2. Pero hay más. Como se hace constar en el Voto 
particular formulado a propósito de la mencionada STC 
169/2006, de 5 de junio, que asumo sustancialmente, «la 
razón de ser de todo hábeas corpus reside en que las 
autoridades gubernativas que han privado de libertad a 
una persona la pongan inmediatamente de manifiesto 
ante el Juez (art. 7 LOHC). Cuando el detenido queda a 
disposición judicial el procedimiento carece ya de objeto, 
sin perjuicio de que el Juez adopte las medidas que esta-
blece el art. 9 LOHC».

Por consiguiente, en cualquier caso, el recurso de 
amparo debió ser desestimado.

Madrid, a veintiuno de diciembre de dos mil seis.–Pas-
cual Sala Sánchez.–Ramón Rodríguez Arribas.–Firmado y 
rubricado. 

 1548 Sala Primera. Sentencia 357/2006, de 18 de 
diciembre de 2006. Recurso de amparo 6202-
2003. Promovido por la entidad Restaurante 
A’Casiña Casa de Campo, S.L., frente a los 
Autos de un Juzgado de lo Social de Madrid 
que aclaran la Sentencia dictada en litigio por 
despido y deniegan la nulidad de actuaciones.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (inmodificabilidad): aclaración de sen-
tencia social que altera el fallo para corregir lo 
resuelto sobre cómputo de los salarios de tra-
mitación.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 6202-2003, promovido 

por la entidad mercantil Restaurante A’Casiña Casa de 
Campo, S.L., representada por la Procuradora de los Tri-
bunales doña Isabel Juliá Corujo y bajo la dirección del 
Letrado don Moisés Emiliano Barreira Carmona, contra el 
Auto del Juzgado de lo Social núm. 35 de Madrid de 22 de 
septiembre de 2003, por el que se desestimó el incidente 
de nulidad de actuaciones contra el Auto de 18 de julio 
de 2003 por el que se aclaró la Sentencia de 20 de 
junio de 2003, dictada en el procedimiento por despido 
núm. 413-2003. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Pablo Pérez Tremps, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-

ral de este Tribunal Constitucional el 17 de octubre de 
2003 la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Juliá 
Corujo, actuando en nombre y representación de la enti-
dad mercantil Restaurante A’Casiña Casa de Campo, S.L., 
y bajo la dirección del Letrado don Moisés Emiliano 
Barreira Carmona, interpuso recurso de amparo contra 
las resoluciones judiciales citadas en el encabezamiento.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) La entidad recurrente fue demandada por una de 
sus trabajadoras, dando lugar al procedimiento por des-
pido núm. 413-2003, que fue tramitado por el Juzgado de 
lo Social núm. 35 de Madrid, quien señaló el 26 de mayo 
de 2003 para los actos de conciliación y juicio. El Abogado 
de la trabajadora solicitó la suspensión de dichos actos 
por razón de enfermedad, acordándose nuevo señala-
miento para el 18 de junio de 2003. En dicho acto la enti-
dad demandada solicitó expresamente, para el caso de 
estimación de la demanda, la exclusión para el cómputo 
de los salarios de tramitación del periodo desde el 26 de 
mayo al 18 de junio de 2003, en que la causa estuvo sus-
pendida por causas imputables a la demandante. Final-
mente, por Sentencia de 20 de junio de 2003 se declaró 
improcedente el despido, condenándose a la entidad 
ahora recurrente en amparo a la readmisión de la trabaja-
dora o bien, a su opción, al pago de la indemnización por 
despido y, en todo caso, al pago de los salarios de trami-
tación desde la fecha del despido a la de notificación de la 
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Sentencia «a excepción del período 26 de mayo de 2003 a 
18 de junio de 2003». La Sentencia devino firme, optando 
la empresa por la readmisión de la trabajadora que efecti-
vamente se produjo el 14 de julio de 2003.

b) La trabajadora presentó el 17 de julio de 2003 
escrito solicitando que se aclarara el fallo de la Sentencia 
de 20 de junio de 2003 en el extremo referido a si la exclu-
sión del período 26 de mayo a 18 de junio de 2003 del 
abono de los salarios de tramitación «se debe a un simple 
error de trascripción o si realmente existen motivos lega-
les para ello». Sin darse trámite de audiencia a la emplea-
dora, por Auto de 18 de julio de 2003 se acordó suprimir 
del fallo de la Sentencia el referido período de exclusión 
del cómputo de los salarios de tramitación. A esos efectos 
se razonó que la exclusión de dicho periodo, coincidente 
con el aplazamiento de las actuaciones, debió necesaria-
mente argumentarse en los fundamentos de la Sentencia, 
lo que no se realizó, destacando que «examinadas las 
actuaciones del procedimiento, evidentemente sería pro-
cedente la exclusión si la causa de suspensión se debiera 
a la propia voluntad de la demandante. pero dadas las 
causas o razones por las que se produjo, con base en el 
art. 83.1 LPL, no procede la exclusión que por error se 
introdujo en la parte dispositiva». En dicho Auto se hizo 
constar expresamente que contra el mismo no cabía 
interponer recurso alguno.

c) La entidad recurrente interpuso incidente de nuli-
dad de actuaciones alegando que la modificación del fallo 
de la Sentencia vulneraba el art. 24.1 CE, en su vertiente 
del derecho a la intangibilidad de las resoluciones judicia-
les firmes, en tanto que se había procedido a una altera-
ción del fallo sin concurrir ninguna de las circunstancias 
legales para ello y sin haberse dado la oportunidad proce-
sal de poder oponerse a dicha modificación. El incidente 
fue desestimado por Auto de 22 de septiembre de 2003 al 
considerar que la rectificación de un error material no 
implica una indefensión procesal y que lo planteado no 
era sino una mera discrepancia jurídica con el Auto 
impugnado.

3. La entidad recurrente aduce en su demanda de 
amparo que se ha vulnerado su derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de intangibilidad de 
las resoluciones judiciales. A esos efectos se argumenta 
que el Auto de aclaración de 18 de julio de 2003 modificó 
el fallo de la Sentencia de 20 de junio de 2003, en lo rela-
tivo a suprimir la exclusión de un determinado periodo de 
tiempo del computo de los salarios de tramitación, sin 
que concurriera ninguna de las causas legales para ello, 
toda vez que no puede afirmarse que se hubiera incurrido 
en un error material manifiesto o aritmético o que se pre-
tendiera aclarar un concepto oscuro o completar la Sen-
tencia, ya que dicha exclusión era una petición expresa de 
esa parte fundamentada en que el juicio había estado sus-
pendido por causa no imputable a la empresa.

4. La Sección Segunda de este Tribunal, por provi-
dencia de 29 de octubre de 2004, acordó admitir a trámite 
la demanda de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en 
el art. 51 LOTC, requerir atentamente del órgano judicial la 
remisión del testimonio de las actuaciones y el emplaza-
miento de quienes hubieran sido parte en el procedi-
miento, a excepción de la entidad recurrente, para que 
pudiesen comparecer en el plazo de diez días en el pre-
sente proceso de amparo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaria de la 
Sala Primera de este Tribunal de 1 de marzo de 2005 se 
tuvo por recibido el testimonio de las actuaciones y se 
acordó, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar 
vista de todas las actuaciones al Ministerio Fiscal y a las 
partes personadas por plazo común de veinte días para 
presentar las alegaciones que estimasen pertinentes.

6. La recurrente, por escrito registrado el 17 de 
marzo de 2005, manifestó no tener otras alegaciones que 
realizar que las contenidas en la demanda de amparo.

7. El Ministerio Fiscal, por escrito registrado el 31 de 
marzo de 2005, interesó que se otorgara el amparo por 
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE) y se anularan el Auto de aclaración de 18 de julio 
de 2003 y el de desestimación del incidente de nulidad de 
actuaciones de 22 de septiembre de 2003. A esos efectos 
se argumenta que de la lectura de las resoluciones impug-
nadas se desprende de manera incontrovertible que se ha 
producido una alteración del sentido del fallo, en el con-
creto aspecto de la supresión de la exclusión de los sala-
rios de tramitación en el período de aplazamiento de las 
actuaciones, tras un reexamen del material probatorio 
sobre este extremo existente en la causa y con funda-
mento en una distinta calificación jurídica de lo enjui-
ciado, lo que implica un desbordamiento de las funciones 
y límites del remedio procesal utilizado para alterar en 
fase de ejecución los efectos de cosa juzgada.

8. Por providencia de fecha 14 de diciembre de 2006 
se señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 18 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
1. El objeto del presente recurso de amparo es deter-

minar si se ha vulnerado el derecho de la entidad recu-
rrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su ver-
tiente de intangibilidad o inmodificabilidad de las 
resoluciones judiciales, por haberse extralimitado el 
órgano judicial en sus facultades de aclaración en el Auto 
de 18 de julio de 2003, al modificar el fallo de la Sentencia 
de 20 de junio de 2003, suprimiendo del cómputo de los 
salarios de tramitación la exclusión de un determinado 
periodo temporal en que estuvieron suspendidas las 
actuaciones judiciales.

2. Este Tribunal ha reiterado que la protección cons-
titucional de la inmodificabilidad de las resoluciones judi-
ciales, como garantía contenida en el derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE), implica que los órganos 
judiciales no puedan revisar sus decisiones al margen de 
los supuestos y casos taxativamente previstos por la Ley, 
incluso en la hipótesis de que con posterioridad entendie-
sen que su decisión no se ajusta a la legalidad. Igual-
mente, se ha destacado que el mecanismo arbitrado por 
el legislador en el art. 267 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial (LOPJ), que posibilita a los órganos judiciales 
aclarar algún concepto oscuro, suplir cualquier omisión o 
corregir algún error material o aritmético deslizado en sus 
resoluciones, es plenamente compatible con el principio 
de invariabilidad o inmodificabilidad, puesto que, siendo 
un instrumento para garantizar la tutela judicial, no inte-
gra tal derecho el beneficiarse de oscuridades, omisiones 
o errores materiales en que se hubieran podido incurrir en 
las resoluciones judiciales.

Más en concreto, en relación con las actividades de 
«aclarar algún concepto oscuro» o «suplir cualquier omi-
sión», este Tribunal tiene declarado que no deben suponer 
cambio de sentido y espíritu del fallo, ya que el órgano 
judicial, al explicar el sentido de sus palabras, en su caso, 
o al adicionar al fallo lo que en el mismo falta, en otro, está 
obligado a no salirse del contexto interpretativo de lo 
anteriormente manifestado o razonado. Y, por lo que se 
refiere a la rectificación de los errores materiales manifies-
tos, este Tribunal también ha señalado, por un lado, que 
como tales sólo cabe considerar aquellos cuya corrección 
no implica un juicio valorativo, ni exige operaciones de 
calificación jurídica o nuevas y distintas apreciaciones de 
la prueba, ni supone resolver cuestiones discutibles y opi-
nables por evidenciarse el error directamente al deducirse, 
con toda certeza, del propio texto de la resolución o del 
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contexto procesal en la que se inscribe, sin necesidad de 
hipótesis, deducciones o interpretaciones. Y, por otro, que, 
en la medida en que la corrección del error material 
entraña siempre algún tipo de modificación, no cabe 
excluir la posibilidad de que comporte incluso una revi-
sión del sentido del fallo de la resolución judicial rectifi-
cada, si se evidencia que el órgano judicial simplemente 
se equivocó al trasladar el resultado de su juicio al fallo 
(por todas, STC 139/2006, de 8 de mayo, FJ 2).

3. En el presente caso, no resulta controvertido el 
hecho de que el órgano judicial procedió por Auto de 18 
de julio de 2003 a rectificar el fallo de la Sentencia de 20 
de junio de 2003, alegando haberse producido un error, 
de tal modo que allí donde se había acordado el abono de 
salarios de tramitación desde el 3 de marzo de 2003 hasta 
la fecha de notificación de la Sentencia, «a excepción del 
periodo 26 de mayo de 2003 a 18 de junio de 2003», se 
rectificó en el sentido de suprimir dicha excepción. Por el 
contrario, lo que sí resulta controvertido, y es determi-
nante para poder valorar la existencia de una extralimita-
ción en las facultades judiciales de rectificación que prevé 
el art. 267 LOPJ y, por tanto, si ha existido la aducida vul-
neración del art. 24.1 CE, es comprobar si la inclusión de 
dicha excepción en el fallo de la Sentencia era el producto 
de un error del órgano judicial al trasladar el resultado de 
su juicio al fallo. Para ello resulta ineludible, conforme a la 
jurisprudencia señalada, acudir tanto al contenido de la 
propia resolución como al contexto procesal en la que se 
inscribe.

Como ya ha sido expuesto con más detenimiento en 
los antecedentes, en lo relativo al marco procesal, se 
constata, por un lado, que el órgano judicial, tras haber 
señalado el 26 de mayo de 2003 para los actos de conci-
liación y juicio, acordó su suspensión hasta el 18 de junio 
de 2003 a solicitud del Abogado de la trabajadora por 
razón de enfermedad de ésta. Y, por otro, que la empresa 
recurrente en amparo solicitó expresamente en el acto de 
la vista oral que para el caso de estimación de la demanda 
se excluyeran del cómputo de los salarios de tramitación 
el periodo de 26 de mayo a 18 de junio de 2003 en que la 
causa estuvo suspendida por causas imputables a la 
demandante.

En lo relativo al contenido de la Sentencia y a las con-
cretas incidencias del recurso de aclaración, se pone de 
manifiesto, respecto de lo primero, que se estimó impro-
cedente el despido y se acordó en el fallo la exclusión del 
periodo citado a los efectos del cómputo de los salarios 
de tramitación, sin que sobre el particular se hubiera 
hecho ninguna referencia en la fundamentación jurídica. 
Y, respecto de lo segundo, que la trabajadora, una vez 
firme dicha resolución y en fase de ejecución, presentó 
escrito solicitando que se aclarara el fallo de la Sentencia 
de 20 de junio de 2003 en el extremo referido a si la exclu-
sión del período 26 de mayo a 18 de junio de 2003 del 
abono de los salarios de tramitación «se debe a un simple 
error de trascripción o si realmente existen motivos lega-
les para ello», acordándose por Auto de 18 de julio de 
2003 suprimir del fallo de la Sentencia el referido período 
de exclusión del cómputo de los salarios de tramitación, 
razonando que la exclusión de dicho periodo, coincidente 
con el aplazamiento de las actuaciones, debió necesaria-
mente argumentarse en los fundamentos de la Sentencia, 
lo que no se realizó, destacando que «examinadas las 
actuaciones del procedimiento, evidentemente sería pro-
cedente la exclusión si la causa de suspensión se debiera 
a la propia voluntad de la demandante. pero dadas las 
causas o razones por las que se produjo, con base en el 
art. 83.1 LPL, no procede la exclusión que por error se 
introdujo en la parte dispositiva».

4. En atención a las circunstancias expuestas, no es 
concluyente que la inclusión expresa de la excepción de 
un determinado periodo del cómputo de los salarios de 

tramitación en la Sentencia de 20 de junio de 2003 pueda 
considerarse un mero error material del órgano judicial al 
trasladar el resultado de su juicio al fallo que quepa dedu-
cir de manera inequívoca de su contenido y del contexto 
del procedimiento. Por tanto, la rectificación llevada a 
cabo en el Auto de aclaración no está dentro de los estric-
tos términos establecidos por el art. 267 LOPJ, lo que 
implica que se ha vulnerado el derecho de la recurrente a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), desde la perspec-
tiva del derecho de la intangibilidad de las resoluciones 
judiciales.

En efecto, si bien la Sentencia de 20 de junio de 2003 
se limitó a establecer en su fallo la exclusión del cómputo 
de los salarios de tramitación de un concreto periodo de 
tiempo coincidente con el que estuvo aplazado el procedi-
miento a solicitud de la trabajadora debido a su enferme-
dad, sin que en la fundamentación jurídica haya justifica-
ción alguna sobre este particular, sin embargo, no puede 
afirmarse que resulte indubitado que ello fuera producto 
de un error material en que hubiera incurrido el órgano 
judicial y no de una decisión consciente. En primer lugar, 
ese concreto pronunciamiento no constituía una decisión 
ajena al objeto de debate, sino que se correspondía, 
desde una perspectiva fáctica, con un concreto período 
en que el proceso estuvo suspendido por causa no impu-
table a la empresa y, además, daba respuesta a una 
expresa petición de la misma de que tal suspensión no 
corriera en su perjuicio obligándole al pago de salarios de 
tramitación durante su transcurso. Y, en segundo lugar, la 
mera lectura de la argumentación del Auto de aclaración 
evidencia que la rectificación trae causa, por un lado, del 
resultado de un reexamen del material probatorio y, por 
otro, de una rectificación de la calificación jurídica, toda 
vez que es la propia resolución judicial la que hace 
expresa que la alteración del sentido del fallo viene pro-
vocada, tras el examen de las actuaciones del procedi-
miento, por el hecho de que, al haber sido suspendida la 
vista por causa de enfermedad de la trabajadora, debía 
entenderse que la misma resultaba ajena a su voluntad y 
no debía actuar en su perjuicio.

Por tanto, con independencia de la corrección jurídica 
o no de excluir este periodo del cómputo de los salarios 
de tramitación, que es una cuestión de legalidad ordinaria 
sobre la que no compete pronunciarse a este Tribunal o de 
la posibilidad de que dicho pronunciamiento hubiera 
podido ser objeto de recurso de suplicación, lo cierto es 
que, desde la exclusiva perspectiva que ahora interesa 
analizar, y en la medida en que, como se ha argumentado, 
no cabe excluir que ésta fuera una decisión consciente 
adoptada sobre la base de la aplicación de los criterios de 
valoración jurídica y fáctica que tuvo a bien asumir el 
órgano judicial, no se puede constatar con la certeza exi-
gida que se hubiera incurrido en un error material, que 
justificara una alteración del sentido del fallo de una reso-
lución firme por la vía de la aclaración. Ello determina que 
deba estimarse el amparo solicitado y anularse los Autos 
impugnados.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Otorgar a la entidad mercantil Restaurante A’Casiña 

Casa de Campo, S.L., el amparo solicitado y, en conse-
cuencia:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
en su dimensión de derecho a la inmodificabilidad o intan-
gibilidad de las resoluciones judiciales (art. 24.1 CE).
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2.º Anular los Autos del Juzgado de lo Social núm. 35 de 
Madrid de 18 de julio de 2003 y 22 de septiembre de 2003, 
dictados en el procedimiento por despido núm. 413-2003.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de diciembre de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 1549 Sala Primera. Sentencia 358/2006, de 18 de 
diciembre de 2006. Recurso de amparo 553-
2004. Promovido por la Federación de Servi-
cios Públicos de la Unión General de Trabaja-
dores frente a las Sentencias del Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Valen-
ciana y de un Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de Valencia que inadmitieron 
su demanda contra el Conseller de Economía 
sobre provisión de puestos de libre designa-
ción.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de 
recurso contencioso-administrativo por falta 
de legitimación del sindicato, ignorando su 
legítimo interés profesional o económico (STC 
101/1996).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 553-2004, promovido 
por la Federación de Servicios Públicos de la Unión Gene-
ral de Trabajadores, representada por el Procurador de los 
Tribunales don Federico Pinilla Romeo y asistida por el 
Letrado don José Antonio Pla García, contra las Senten-
cias de 18 de diciembre de 2002 del Juzgado de lo Conten-
cioso-Administrativo núm. 7 de Valencia y de 11 de 
diciembre de 2003 de la Sección Segunda de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de la Comunidad Valenciana, que inadmitieron el 
recurso interpuesto por la recurrente. Han intervenido el 
Ministerio Fiscal y el Letrado de la Comunidad Valenciana. 
Ha sido Ponente el Magistrado don Roberto García-Calvo 
y Montiel, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 2 de 

febrero de 2004, la Federación de Servicios Públicos de la 
Unión General de Trabajadores interpuso recurso de 
amparo frente a las resoluciones antes señaladas.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda 
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El sindicato demandante interpuso recurso con-
tencioso-administrativo contra las Resoluciones del Con-

seller de Economía y Hacienda y Empleo de la Generali-
dad Valenciana por las que fueron proveídas, por el 
sistema de libre designación, las vacantes anunciadas en 
una convocatoria de 21 de diciembre de 2001 (once pues-
tos de trabajo para funcionarios, grupo A, sector Adminis-
tración General, Interventores adjuntos en la citada Con-
sellería). Entre los designados se encontraba el funcionario 
de carrera don M. U. A., de la Administración militar 
(Intervención de Defensa): por esta última circunstancia 
impugnaba el nombramiento el sindicato demandante, ya 
que consideraba que no podía ocupar esa plaza nadie que 
perteneciera a la Administración militar.

b) El recurso fue tramitado ante el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 7 de Valencia, órgano 
que, mediante Sentencia de 18 de diciembre de 2002, lo 
inadmitió por falta de legitimación del sindicato recu-
rrente, justificándolo en que las Resoluciones impugna-
das tenían unos destinatarios concretos y específicos 
«que son los que deben defender su derecho a la provi-
sión de las plazas con arreglo a la legalidad vigente y de 
acuerdo con las Bases de la convocatoria, pues de no 
entenderlo así ello comportaría el reconocimiento del 
ejercicio de una acción en defensa de la legalidad, que [el 
sindicato] no tiene reconocida». El sindicato interpuso 
recurso de apelación. Éste fue desestimado por Sentencia 
de 11 de diciembre de 2003, por la que se confirmó el cri-
terio del Juzgado a quo «pues lo que viene a impugnar el 
sindicato recurrente es el nombramiento de una determi-
nada persona en un proceso selectivo de libre designa-
ción, cuyas bases permiten su concurrencia al mismo sin 
que éstas se hayan impugnado por … dicho sindicato, y 
sin que conste que ninguno de los concurrentes al pro-
ceso selectivo, que son sin duda los legitimados ad cau-
sam, hayan obstado las mismas o el resultado del pro-
ceso selectivo mismo, planteando un recurso contra 
determinado nombramiento sin ser parte en el proceso 
selectivo, ni representar [sic] a ninguno de los interesados 
en el mismo, ni haber impugnado las bases del mismo, si 
es que como se deduce del recurso considera que éstas 
son contrarias a Derecho, en definitiva sin acreditar el 
necesario interés profesional o económico, traducible en 
una ventaja o beneficio cierto, cualificado o específico 
derivado de la eventual estimación del recurso entablado, 
más allá de pura defensa de la legalidad, que en su caso 
debió pretender mediante la impugnación de las bases 
del proceso selectivo».

3. Considera el sindicato recurrente que se ha vulne-
rado su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) al 
habérsele impedido impugnar un determinado acto 
administrativo en defensa de los intereses de sus afilia-
dos considera, asimismo, que por ello es indudable que 
se ha producido una vulneración de su derecho a la liber-
tad sindical (art. 28 CE en relación con el art. 7 CE); 
defiende que su ámbito de actuación y su objeto principal 
es la función pública valenciana y que la defensa de los 
intereses de sus afiliados, más de 25.000 en el ámbito de 
la Comunidad Valenciana, justifica su legitimación para 
impugnar el acto recurrido. Se vulnera la libertad sindical, 
a su juicio, al considerar la Sentencia impugnada que no 
existe un interés profesional concreto en el sindicato para 
impugnar el acto administrativo. Denuncia que la mencio-
nada Sentencia le ha causado indefensión vulnerando 
con ello el art. 24 CE. Por último, alega que se ha vulne-
rado el derecho a la igualdad del art. 14 CE, ya que en 
otras ocasiones similares el mismo Tribunal Superior de 
Justicia ha reconocido la legitimación que en esta ocasión 
le ha negado.

4. Mediante providencia de la Sección Segunda de 
este Tribunal de 22 de octubre de 2004, a tenor de lo dis-
puesto en el art. 50.3 LOTC se acordó conceder un plazo 
de diez días al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo, 
al objeto de que manifestaran su opinión sobre la posible 


